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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 14 de diciembre de 2021. 

Mediante un recurso de certiorari presentado el 18 de 

noviembre de 2021, comparecen ante nos la Sra. Myrta Bonilla 

Muñiz y la Autoridad para el Financiamiento de la Vivienda (en 

adelante, los peticionarios), por conducto del Lcdo. Edwin Caraballo 

Caraballo (en adelante, el licenciado Caraballo Caraballo).  Nos 

solicita la revocación de un dictamen emitido el 19 de octubre de 

2021 y notificado el 21 de octubre de 2021, por el Tribunal de 

Primera Instancia (en adelante, TPI), Sala de Ponce.  Por medio del 

dictamen recurrido, el TPI impuso al licenciado Caraballo Caraballo 

una sanción económica por la cantidad de quinientos dólares 

($500.00). 

 Por las razones que expresamos a continuación, se expide el 

auto de certiorari solicitado y se revoca el dictamen recurrido. 
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I. 

De acuerdo con el expediente del caso de epígrafe, el 24 de 

junio de 2019, el Banco Popular de Puerto Rico (en adelante, el 

Banco Popular o el recurrido) incoó una Demanda sobre ejecución 

de hipoteca en contra de los peticionarios.  Adujo que la Sra. Myrta 

Bonilla Muñiz (en adelante, la señora Bonilla Muñiz o la peticionaria) 

suscribió un pagaré por la suma principal de $47,000.00, y como 

garantía de la obligación, una propiedad ubicada en el Municipio de 

Yauco, P.R.  Ante el incumplimiento de la señora Bonilla Muñiz con 

los pagos, el Banco Popular solicitó al TPI ejecutar la propiedad en 

pública subasta para asegurar el cumplimiento de la sentencia y 

obtener el pago de su crédito hipotecario.   

Posteriormente, el 21 de octubre de 2019, el Banco Popular 

instó una solicitud para anotar la rebeldía de la peticionaria por no 

comparecer al pleito.  Así pues, el 28 de octubre de 2019, el TPI 

declaró Ha Lugar el petitorio del Banco Popular y anotó la rebeldía 

de la señora Bonilla Muñiz. 

Por su parte, el 19 de noviembre de 2019, la peticionaria, por 

conducto del licenciado Caraballo Caraballo, presentó una Moci[ó]n 

Asumiendo Representaci[ó]n Legal.  En esencia, requirió al TPI que 

aceptara al licenciado Caraballo Caraballo como su representación 

legal en el pleito de epígrafe, y, además, solicitó que se levantara la 

anotación de rebeldía en su contra.1  

Subsiguientemente, el 20 de noviembre de 2019, notificada el 

4 de diciembre de 2019, el foro recurrido dictó una Resolución en la 

que declaró Con Lugar la Moci[ó]n Asumiendo Representaci[ó]n Legal 

interpuesta por la peticionaria.  En consecuencia, aceptó la 

 
1 Véase, Moci[ó]n Asumiendo Representaci[ó]n Legal, Anejo 8 del Apéndice del 

recurso de certiorari, pág. 9. 
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representación legal del licenciado Caraballo Caraballo y levantó la 

anotación de rebeldía en contra de la señora Bonilla Muñiz.2 

Luego de veintidós (22) meses sin que el recurrido instara 

algún trámite relacionado al caso, el 18 de octubre de 2021, el Banco 

Popular interpuso una Moción Solicitando Ordene a la Parte 

Demandada a Contestar la Demanda.  En resumen, adujo que, luego 

de la paralización de los procedimientos a causa de los eventos 

sísmicos y la pandemia del COVID-19, deseaba continuar con el 

pleito instado.  Por lo tanto, solicitó al TPI que ordenara a la señora 

Bonilla Muñiz a presentar su contestación a la demanda.3  Por su 

parte, el 19 de noviembre de 2021, la peticionaria solicitó al foro a 

quo treinta (30) días para contestar la Demanda de autos. 

Subsecuentemente, el 19 de octubre de 2021, notificada el 21 

de octubre de 2021, el foro primario emitió una Resolución.  En 

específico, el TPI determinó lo siguiente: 

El 19 de noviembre de 2019[,] el Lcdo. Caraballo 
solicit[ó] 30 d[í]as para contestar la demanda y desde 

esa fecha nada ha hecho.  Se le imponen $500.00 de 
sanci[ó]n a favor del ELA a ser consignado en el tribunal 

en el t[é]rmino de 10 d[í]as. Tiene un t[é[rmino 
perentorio de 10 d[í]as para contestar la demanda so 
pena de anotar la rebeldía.4  

 

Así pues, el 25 de octubre de 2021, el licenciado Caraballo 

Caraballo instó una Moci[ó]n en Solicitud de Reconsideraci[ó]n de 

Imposici[ó]n de Sanciones.  De entrada, adujo que asumió la 

representación legal de la peticionaria luego de cinco (5) meses de la 

presentación de la presente Demanda.  A su vez, el licenciado 

Caraballo Caraballo arguyó que la señora Bonilla Muñiz, un día 

luego de solicitar sus servicios legales, se presentó a su oficina y le 

expresó que “no quería nada que ver con dicha demanda”.5  Sostuvo 

 
2 Véase, Notificación, Anejo 9 del Apéndice del recurso de certiorari, pág. 10. 
3 Véase, Moción Solicitando Ordene a la Parte Demandada a Contestar la Demanda, 

Anejo 10 del Apéndice del recurso de certiorari, págs. 11 – 12. 
4 Véase, Notificación, Anejo 11 del Apéndice del recurso de certiorari, pág. 13. 
5 Véase, Moci[ó]n en Solicitud de Reconsideraci[ó]n de Imposici[ó]n de Sanciones, 

Anejo 13 del Apéndice del recurso de certiorari, pág. 14. 
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que, a pesar de las múltiples gestiones para localizar a la 

peticionaria, se desconoce el paradero de esta.  Enfatizó que por 

veintidós (22) meses el recurrido no realizó trámite alguna ulterior a 

la presentación de la Demanda.  Por último, indicó que el TPI no le 

dio la oportunidad de defenderse y mostrar causa por la cual no ha 

contestado la Demanda. En torno al particular, el licenciado 

Caraballo Caraballo argumentó que procede dejar sin efecto la 

sanción económica por la cantidad de quinientos dólares ($500.00) 

por no haber justa causa para la imposición de la misma.  

Subsecuentemente, el 27 de octubre de 2021, el licenciado 

Caraballo Caraballo presentó una Moci[ó]n Informativa.  En esencia, 

indicó que el 25 de octubre de 2021, instó una solicitud expresando 

las razones por las cuáles se debe dejar sin efecto la sanción 

económica impuesta.  En mérito de lo anterior, el 29 de octubre de 

2021, notificada el 2 de noviembre de 2021, el foro de instancia 

contestó “enterado” al petitorio del licenciado Caraballo Caraballo. 

Por otra parte, el 8 de noviembre de 2021, el Banco Popular 

presentó una Moción de Anotación de Rebeldía y Sentencia In Rem. 

En esencia, arguyó que la señora Bonilla Muñiz fue debidamente 

emplazada.  Sin embargo, no ha comparecido en el pleito de autos. 

Por ende, estando en rebeldía, el Banco Popular solicitó al TPI que 

dictara sentencia a su favor y ordenara el correspondiente 

mandamiento de ejecución de la propiedad garantizada. 

Así las cosas, el 8 de noviembre de 2021, notificada el mismo 

día, el foro recurrido emitió una Sentencia en Rebeldía en la que 

acogió en su totalidad la Moción de Anotación de Rebeldía y 

Sentencia In Rem interpuesta por el Banco Popular.  A tales efectos, 

el TPI concluyó que, al haber expirado el término para que la señora 

Bonilla Muñiz contestara la Demanda y expusiera sus alegaciones, 
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autorizaba la ejecución del gravamen hipotecario que garantiza el 

pagaré.6   

No conteste con la determinación dictada el 19 de octubre de 

2021 y notificada el 21 de octubre de 2021, el licenciado Caraballo 

Caraballo presentó el recurso de certiorari de epígrafe el 18 de 

noviembre de 2021, en el que adujo que el TPI cometió los siguientes 

errores: 

Erró el TPI al determinar al [sic] no tomar en cuenta los 

fundamentos esbozados en la Moción de 
[R]econsideración de Imposición de Sanciones del 25 de 

octubre de 2021. 
 
Erró el TPI al determinar aplicarle a la parte 

demandante la Regla 39 de las de Procedimiento Civil.  
 

El 2 de diciembre de 2021, dictamos una Resolución en la que 

le concedimos a la parte recurrida un término a vencer el 8 de 

diciembre de 2021 a las 3:00 p.m., para que presentara su postura 

en cuanto al recurso de certiorari instado.  En cumplimiento con lo 

ordenado, el 7 de diciembre de 2021, el Banco Popular incoó una 

Moción en Cumplimiento de Orden.  En síntesis, arguyó que “tras leer 

el alegato, la recurrida aquí manifiesta que entiende que hay justa 

causa para que se dejen sin efectos las sanciones impuestas”.  Con 

el beneficio de los escritos de las partes, expondremos el derecho 

aplicable a la controversia ante nuestra consideración. 

II. 

A. 

El auto de certiorari, 32 LPRA sec. 3491 et seq., es el vehículo 

procesal extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor 

jerarquía pueda corregir un error de derecho cometido por un 

tribunal inferior.  Pueblo v. Aponte, 167 DPR 578, 583 (2006); Pueblo 

v. Colón Mendoza, 149 DPR 630, 637 (1999).  Distinto al recurso de 

apelación, el tribunal de superior jerarquía tiene la facultad de 

 
6 Véase, Sentencia en Rebeldía, Anejo 16 del Apéndice del recurso de certiorari, 
págs. 27 – 28. 
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expedir el auto de certiorari de manera discrecional.  Rivera Figueroa 

v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011).  En nuestro 

ordenamiento jurídico, esta discreción ha sido definida como una 

forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para 

llegar a una conclusión justiciera.  Lo anterior no significa poder 

actuar en una forma u otra, haciendo abstracción del resto del 

derecho, porque, ciertamente, eso constituiría un abuso de 

discreción.  Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580 (2009); 

Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001).  

Con el propósito de que podamos ejercer de una manera sabia 

y prudente nuestra facultad discrecional de entender o no en los 

méritos de los asuntos que nos son planteados mediante el recurso 

de certiorari, la Regla 40 del Reglamento de nuestro Tribunal, 4 LPRA 

Ap. XXII-B R. 40, establece los criterios que debemos tomar en 

consideración al atender una solicitud de expedición de un auto de 

certiorari.  Esta Regla dispone lo que sigue a continuación:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 

certiorari o de una orden de mostrar causa: 
 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 

 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema. 
 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración. 
 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 

y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 
 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia.  4 LPRA Ap. XXII-
B R. 40.  
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B. 

En repetidas ocasiones, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha expresado que en su misión de hacer justicia la discreción es el 

más poderoso instrumento reservado a los jueces.  Rodríguez v. 

Pérez, 161 DPR 637, 651 (2004); Banco Metropolitano v. Berríos, 110 

DPR 721, 725 (1981).  La discreción se nutre “de un juicio racional 

apoyado en la razonabilidad y fundamentado en un sentido llano de 

justicia; no es función al antojo o voluntad de uno, sin tasa ni 

limitación alguna”.  Pueblo v. Hernández García, 186 DPR 656, 684 

(2012), citando a Santa Aponte v. Srio. del Senado, 105 DPR 750, 

770 (1977); HIETel v. PRTC, 182 DPR 451, 459 (2011).  Asimismo, 

“no significa poder para actuar en una forma u otra, haciendo 

abstracción del resto del Derecho”.  Pueblo v. Hernández García, 

supra, citando a Bco. Popular de P.R. v. Mun. de Aguadilla, 144 DPR 

651, 658 (1997). 

En Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580 (2009), el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico indicó que existen ciertas guías 

para determinar cuándo un tribunal abusa de su discreción y, en 

torno a este particular, estableció lo siguiente:  

…[U]n tribunal de justicia incurre en un abuso de 

discreción, inter alia: cuando el juez no toma en cuenta 
e ignora en la decisión que emite, sin fundamento para 

ello, un hecho material importante que no podía ser 
pasado por alto; cuando el juez, por el contrario, sin 
justificación ni fundamento alguno, concede gran peso 

y valor a un hecho irrelevante e inmaterial y basa su 
decisión exclusivamente en éste, o cuando, no obstante 
considerar y tomar en cuenta todos los hechos 

materiales e importantes y descartar los irrelevantes, el 
juez los sopesa y calibra livianamente.  García v. Padró, 

supra, a la pág. 336; Pueblo v. Ortega Santiago, 125 DPR 
203, 211 (1990). 

 

En el contexto de esa doctrina, debemos tener presente el 

alcance de nuestro rol como Foro Apelativo al intervenir 

precisamente con la discreción judicial.  Así pues, es norma 

reiterada que este Foro no habrá de intervenir con el ejercicio de la 

discreción del Tribunal de Primera Instancia, “salvo que se 
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demuestre que hubo un craso abuso de discreción, prejuicio, error 

manifiesto o parcialidad”.  Trans-Oceanic Life Ins. v. Oracle Corp., 

184 DPR 689, 709 (2012), citando a Lluch v. España Service Sta., 

117 DPR 729, 745 (1986). 

C. 

 

Las Reglas de Procedimiento Civil establecen la facultad 

discrecional de los tribunales para: imponer sanciones económicas 

a las partes, desestimar una demanda como sanción a la parte 

demandante o eliminar las alegaciones como sanción a la parte 

demandada, cuando no se ha cumplido con las referidas Reglas o 

con cualquier orden emitida.  Regla 37.7 y Regla 39.2 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V R. 37.7 y 39.2.   

Si un tribunal estima que las actuaciones de una parte 

involucrada en un pleito están entorpeciendo los procedimientos, 

tiene amplia facultad para prohibir, sancionar o castigar este tipo 

de conducta o actitud.  Mejías v. Carrasquillo, 184 DPR 288, 298 

(2012); Rivera v. Insular Wire Products Corp., 140 DPR 912, 930 

(1996).  La determinación de penalizar al amparo de la Regla 39.2, 

supra, no solamente satisface los criterios antes enunciados, sino 

que también responde a un ejercicio de discreción del juzgador de 

los hechos, basado en el trámite del caso.   

Tal ejercicio discrecional responde al principio de que “[c]omo 

regla general, los tribunales están obligados a desalentar la práctica 

de falta de diligencia e incumplimiento con las órdenes del tribunal 

mediante su efectiva, pronta y oportuna intervención”.  Mejías v. 

Carrasquillo, supra, citando a Dávila v. Hosp. San Miguel, Inc., 117 

D.P.R. 807, 814-815 (1986).  Esta discreción debe ejercerse de 

manera juiciosa y apropiada.  Mejías v. Carrasquillo et al., supra, 

citando a Maldonado v. Srio. de Rec. Naturales, 113 DPR 494, 498 

(1982).  (Énfasis nuestro).   
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En nuestro ordenamiento jurídico, impera la norma, reiterada 

en múltiples ocasiones, de que si se presenta una situación que 

amerite sanciones, los tribunales deben, en primera instancia, 

imponerlas al abogado de la parte.  Mejías v. Carrasquillo, supra, a 

la pág. 297.  Sin embargo, si tal acción “no produce frutos positivos, 

procederá la desestimación de la demanda o la eliminación de las 

alegaciones, luego de que la parte haya sido debidamente informada 

y apercibida de las consecuencias que puede acarrear el 

incumplimiento”.  Mejías v. Carrasquillo, supra, citando a Mun. de 

Arecibo v. Almac. Yakima, 154 DPR 217, 222 (2001); Dávila v. Hosp. 

San Miguel, Inc., supra. 

Así surge del texto de la Regla 39.2 de Procedimiento Civil, 

supra, que dispone, lo que sigue a continuación: 

(a) Si la parte demandante deja de cumplir con 

estas reglas o con cualquier orden del tribunal, el 

tribunal a iniciativa propia o a solicitud de la parte 

demandada podrá decretar la desestimación del pleito o 

de cualquier reclamación contra ésta o la eliminación 

de las alegaciones, según corresponda. 

  

Cuando se trate de un primer incumplimiento, la 

severa sanción de la desestimación de la demanda o la 
eliminación de las alegaciones tan sólo procederá 

después que el tribunal, en primer término, haya 
apercibido al abogado o abogada de la parte de la 
situación y se le haya concedido la oportunidad para 

responder.  Si el abogado o abogada de la parte no 
responde a tal apercibimiento, el tribunal procederá 
a imponer sanciones al abogado o abogada de la 

parte y se notificará directamente a la parte sobre la 
situación.  Luego de que la parte haya sido 

debidamente informada o apercibida de la situación y 
de las consecuencias que pueda tener el que la misma 
no sea corregida, el tribunal podrá ordenar la 

desestimación del pleito o la eliminación de las 
alegaciones.  El tribunal concederá a la parte un 
término razonable para corregir la situación que en 

ningún caso será menor de treinta (30) días, a menos 
que las circunstancias del caso justifiquen que se 

reduzca el término.  
 

(b)  El tribunal ordenará la desestimación y 
archivo de todos los asuntos civiles pendientes en los 

cuales no se haya efectuado trámite alguno por 
cualquiera de las partes durante los últimos seis meses, 

a menos que tal inactividad se le justifique 
oportunamente.  Mociones sobre suspensión o 
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transferencia de vista o de prórroga no serán 
consideradas como un trámite a los fines de esta regla. 

 

El tribunal dictará una orden en todos dichos 
asuntos, la cual se notificará a las partes y al abogado 

o abogada, requiriéndoles dentro del término de diez 
(10) días desde que el Secretario o Secretaria les 
notifique, que expongan por escrito las razones por las 

cuales no deban desestimarse y archivarse los mismos. 
(Énfasis nuestro).  

 

A la luz del marco doctrinal antes esbozado, procedemos a 

resolver la controversia que nos ocupa. 

III. 

Considerados los dos (2) señalamientos de errores que 

esgrime el licenciado Caraballo Caraballo en su recurso de certiorari, 

colegimos que la controversia medular ante nos se reduce a 

determinar si, examinado el trámite procesal del caso, procedía 

imponerle a este una sanción económica por la cantidad de 

quinientos dólares ($500.00).  Resumida así la controversia, luego 

de analizar los hechos enmarcados en el derecho enunciado 

previamente, concluimos que incidió el TPI al ordenar al licenciado 

Caraballo Caraballo a pagar quinientos dólares ($500.00) a favor del 

Estado, toda vez que, a la luz del estado de los procesos del caso de 

autos, no se justifica la sanción económica. 

En esencia, el licenciado Caraballo Caraballo adujo que 

incidió el foro primario al imponerle una sanción económica por la 

cantidad de quinientos dólares ($500.00) sin tomar en consideración 

los factores esbozados en su Moci[ó]n en Solicitud de 

Reconsideraci[ó]n de Imposici[ó]n de Sanciones.  Así pues, indicó que, 

durante veintidós (22) meses, el recurrido se cruzó de brazos y no 

realizó ninguna gestión posterior a la radicación de la Demanda para 

proseguir con el litigio instado.  Señaló que, la señora Bonilla Muñiz, 

luego de solicitar sus servicios legales, acudió a su oficina a 

expresarle que “no quería nada que ver con dicha demanda”.7  En 

 
7 Véase, Certiorari Interlocutorio Civil, pág. 2. 
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ese sentido, expresó que intentó ubicar a la peticionaria para 

contestar la Demanda instada en su contra.  Sin embargo, al 

presente, no ha podido localizarla.   

En apoyo a su contención, enfatizó que la Regla 39.2 de 

Procedimiento Civil, supra, dispone que las sanciones severas 

proceden luego de que el tribunal haya apercibido al abogado y se le 

haya concedido la oportunidad de responder.  Señaló que el foro 

primario no le advirtió sobre sanciones económicas, así como 

tampoco concedió un término para defenderse y mostrar causa por 

la cual no se había contestado la Demanda.  Por lo tanto, indica que, 

de conformidad con el derecho aplicable, debe eliminarse la sanción 

económica, no habiendo justa causa para ello. 

De entrada, recordemos que la imposición de sanciones 

económicas, la eliminación de alegaciones en la demanda, anotación 

de rebeldía, y la desestimación de la demanda, son remedios 

excepcionales y discrecionales.  Solamente debe acudirse a su uso, 

cuando otras medidas u órdenes no han logrado que la parte 

demandada cumpla con su correspondiente participación o trámite 

del caso.  De igual manera, por algunas constituir una drástica 

medida, se debe observar cuidado en su utilización, pues podría 

privar inadecuada e injustamente a una parte de tener su día en 

corte, así infringiendo su derecho al debido proceso de ley. 

Luego de revisar el derecho aplicable y los parámetros 

provistos en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

supra, sostenemos que el TPI abusó de su discreción y cometió un 

craso error al imponer una sanción económica por la cantidad de 

quinientos dólares ($500.00) al licenciado Caraballo Caraballo.   

Como consecuencia, entendemos que procede la expedición del auto 

de certiorari solicitado.   

De un detenido análisis del expediente surge que el TPI 

erróneamente y sin fundamentos impuso una sanción económica 
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por la cantidad de quinientos dólares ($500.00) al licenciado 

Caraballo Caraballo. Ello, bajo el fundamento de que no presentó 

oportunamente la contestación a la Demanda.  Sin embargo, cabe 

destacar que en el recurso de autos no existe un apercibimiento 

al licenciado Caraballo Caraballo sobre la posible imposición de 

sanciones económicas, así como tampoco una orden de mostrar 

causa por la cual no había contestado la Demanda.  Al licenciado 

Caraballo Caraballo no se le dio la oportunidad de defenderse 

conforme al derecho antes expuesto.  Ello, indubitadamente, denota 

que hubo “un craso abuso de discreción, prejuicio, error manifiesto 

o parcialidad” en la Resolución recurrida.  Tal comportamiento se 

aleja de aquella conducta que la Regla 39.2, supra, sanciona, pues 

lejos de incurrir en dilaciones innecesarias, pasividad o temeridad, 

el licenciado Caraballo Caraballo ha sido activo en tramitar y 

cumplir con su deber procesal.  A tales efectos, constituye norma 

trillada de derecho que antes de que un tribunal imponga sanciones 

severas a las partes, es requisito que la parte haya sido debidamente 

informada o apercibida de la situación y de las consecuencias que 

puede tener el que la misma no sea corregida.   

De otra parte, debemos señalar que el presente caso estuvo 

inactivo durante veintidós (22) meses sin que el recurrido 

realizara alguna gestión ante el TPI relacionada al caso de epígrafe.  

A raíz de lo anterior, el 7 de diciembre de 2021, el Banco Popular 

incoó una Moción en Cumplimiento de Orden en la que se allanó a la 

solicitud instada por el licenciado Caraballo Caraballo. En su 

escrito, arguyó que “tras leer el alegato, la recurrida aquí manifiesta 

que entiende que hay justa causa para que se dejen sin efectos las 

sanciones impuestas”.8   

 
8 Véase, Moción en Cumplimiento de Orden. 
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A tenor con la discreción que nos ha sido conferida, analizados 

y atendidos los criterios de la Regla 40 de nuestro Reglamento, 

supra, a las circunstancias particulares del caso de autos, se expide 

el auto de certiorari y se revoca la Resolución del TPI.  En 

consecuencia, se revoca el dictamen recurrido. 

 IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se expide el auto de 

certiorari y se revoca la Resolución en la que el TPI impuso una 

sanción por la cantidad de quinientos dólares ($500.00) al licenciado 

Caraballo Carballo a favor del Estado.  

Notifíquese inmediatamente. 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


